
 
 

 
 

Con fecha 7 de diciembre de 2021, el Servicio de Planificación y Régimen 

Jurídico de Transportes de la Dirección General de Transportes y Movilidad 

Sostenible recibe informe de fiscalización de la Intervención Delegada del 

Departamento de Cohesión Territorial, formulando reparo suspensivo a la 

tramitación del expediente del encargo a Tracasa Instrumental S.L. de los 

trabajos denominados “Digitalización y mantenimiento de la información 

geográfica del SIG Transportes” para el año 2022.  

 

Este Servicio no acepta el reparo suspensivo formulado y de conformidad 

con lo previsto en el artículo 22 del Decreto Foral 31/2010, de 17 de mayo, por 

el que se aprueba el Reglamento de Control Interno formula la siguiente: 

 

DISCREPANCIA 

 

1. Como señala el informe de fiscalización en su punto 4º del apartado I de 

las Consideraciones, la Intervención Delegada ha venido formulando 

sucesivamente reparos con la calificación de no suspensivos a la tramitación de 

encargos similares al que nos ocupa en años anteriores, si bien ahora ha 

cambiado de criterio formulando reparo suspensivo, justificando dicho cambio de 

criterio en la “realización de un análisis más profundo y exhaustivo del encargo”, 

análisis que no consta en el citado informe. 

 

2. A este respecto, intentado comprender el cambio de criterio adoptado 

por el Interventor Delegado en relación a este expediente encontramos que la 

única novedad en la tramitación de los encargos respecto a los años anteriores 

es la existencia de las Pautas de actuación coordinada en los encargos a entes 

instrumentales, en adelante Pautas, elaboradas por un grupo de trabajo creado 

en el ámbito de la Comisión de Coordinación, que fueron remitidas a este 

Servicio por la Intervención Delegada en email de 23 de noviembre de 2021. 

 



3. Las mencionadas Pautas concluyen, a modo de resumen, que, para 

evaluar la legalidad de un encargo, deben analizarse en el expediente los 

siguientes aspectos: 

- La suficiencia e idoneidad de los medios personales y materiales. 

- Que la subcontratación no se utiliza como un fraude para saltarse el 

requisito de la suficiencia e idoneidad. Comprobación del requisito del 50% en la 

subcontratación. 

- Que lo encargado se enmarque en el objeto social del ente instrumental. 

- Que las actuaciones a encargar no suponen el ejercicio de potestades 

públicas. 

 

En el presente supuesto, todo lo anterior, está reflejado adecuadamente 

en el expediente, de la siguiente forma: 

- El ente instrumental aporta la correspondiente declaración responsable 

de disponibilidad de medios técnicos y humanos para desarrollar el objeto del 

encargo. 

- No se prevé la subcontratación de tareas, si bien se deja claro que, en 

su caso, el importe de las prestaciones contratadas con terceros, necesarias 

para llevar a cabo el objeto del encargo, no podrán exceder del 50% del importe 

del mismo. 

- Las tareas encargadas se enmarcan en los subapartados a) y b) de la 

parte A y en la parte B del artículo 2º ‘Objeto’ de los estatutos de la sociedad 

Tracasa Instrumental S.L., adjuntos como anexo a la escritura de constitución de 

dicha sociedad fechada el 16 de marzo de 2016. 

- El informe jurídico incluido en el expediente aborda la cuestión del 

ejercicio de la potestad pública, determinando que las tareas objeto del encargo 

que se especifican en su Pliego de Condiciones son de carácter técnico y no 

suponen el ejercicio de potestades públicas que impliquen el ejercicio de 

autoridad pública. 

 



 

En consecuencia, el expediente del encargo cumple con lo requerido por 

las Pautas. 

 

4. Las Pautas indican, en su apartado 1º, que los encargos a un medio 

propio encajan dentro de la cooperación vertical, significando esto que se 

enmarcan en la potestad de autoorganización de la propia Administración, lo cual 

conlleva considerar un concepto fundamental en ese ámbito, el de 

discrecionalidad, debiendo considerarse el medio propio como un brazo para 

desarrollar la actuación de la Administración con eficacia. 

 

Asimismo, en su apartado 4º, se indica que al tratarse de un medio propio 

y movernos en el ámbito de la facultad de autoorganización de la Administración, 

es posible encargar servicios o prestaciones coyunturales o estructurales, 

tengan o no un carácter de urgencia, ya que no existe límite en este ámbito (art. 

32.1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre), imponiéndose el encargo como 

obligatorio para el ente instrumental. 

 

De acuerdo a todo lo anterior, se aprecia que los argumentos dados por la 

Intervención Delegada en su informe, al considerar que el encargo tiene por 

objeto la propia actividad ordinaria que corresponde a los empleados públicos en 

el ejercicio de sus competencias, entran en contradicción con las propias Pautas, 

las cuales permiten el encargo de servicios o prestaciones tanto coyunturales 

como estructurales fijando como límite las propias pautas, que las actuaciones a 

encargar no supongan el ejercicio de potestades públicas, de conformidad con 

el artículo 3.2 del Decreto Foral 23/2014, de 19 de febrero, por el que se regulan 

los encargos a entes instrumentales de la Administración de la Comunidad Foral 

de Navarra. 

 

5. El Pliego de Condiciones del encargo detalla nueve tareas 

fundamentales a desarrollar durante el mismo, tareas que tienen un inicio y un 

fin y en consecuencia un resultado. El Servicio de Planificación y Régimen 

Jurídico de Transportes, como gestor del encargo, considera que están 

suficientemente detalladas y cumplen con lo indicado en el punto 3 de este 

informe de discrepancias. 

 



En este sentido resaltar que el ente instrumental, como destinatario y 

desarrollador técnico del encargo, no ha solicitado en ningún momento mayor 

detalle de dichos trabajos ni ha manifestado la inconcreción de los mismos. 

 

Por el contrario, es la Intervención Delegada la que plantea en su informe 

de fiscalización dudas sobre el objeto del encargo, lo cual puede deberse 

básicamente al contenido eminentemente técnico de los trabajos a realizar. En 

todo caso, y bajo esta suposición, el apartado 3 del Anexo 3 ‘Pista de auditoría 

y pautas de control en la ejecución’ de las Pautas, ya contempla este caso 

expresamente indicando que “en los casos en los que la indeterminación de las 

tareas encargadas haga difícil la obtención de resultados tangibles y verificables 

de forma inequívoca, deberán implementarse mecanismos de supervisión 

específicos que garanticen el cumplimiento efectivo de los trabajos encargados 

como la elaboración de informes de actividades y el control de asistencia del 

personal o del número de horas trabajadas por parte de la empresa”. Y en este 

sentido indicar que, como menciona el propio informe de fiscalización, en estos 

encargos se cumple con la entrega de los correspondientes informes de 

actividades. 

 

6. Por otra parte, el informe de fiscalización de la Intervención Delegada 

realiza distintas consideraciones que interpreta en el sentido de que el encargo 

supone la contratación de personal, sobre lo cual este Servicio disiente, no solo 

por lo expuesto ya en los puntos anteriores de este informe, sino porque además 

entre otras cosas: es el propio ente instrumental quien controla calendarios, 

horarios, vacaciones, etc., del personal asignado al encargo; es quien establece 

la retribución y paga a dicho personal; es quien recibe el reporte de los trabajos 

realizados por su personal; y es quien traslada periódicamente a este Servicio 

las memorias justificativas de las tareas realizadas. 

 

En este sentido debe citarse la sentencia de 6 de noviembre de 2006 del 

Juzgado de lo Social nº 3 de Navarra, que desestimó la demanda interpuesta 

frente al Gobierno de Navarra (entonces Departamento de Agricultura, 

Ganadería y Administración) y frente a Tracasa, por varios trabajadores de esta 

empresa en la que solicitaban que se declarase el derecho de los actores a ser 

considerados como trabajadores con carácter indefinido del Gobierno de 

Navarra alegando que vienen prestando servicios por cuenta de Tracasa pero 



 

que realmente a quien prestan servicios es al Departamento siendo significativo 

que presten sus servicios en las dependencias del citado Departamento bajo las 

órdenes de sus directivos y mezclados con el resto de personal. 

 

Dicha sentencia considera que en el caso enjuiciado resulta evidente que 

no concurren las circunstancias que son precisas para considerar que las 

circunstancias de los demandantes son propias de la cesión ilícita de 

trabajadores puesto que prestan sus servicios bajo la dependencia, organización 

y dirección de Tracasa con independencia de que presten los servicios 

físicamente en las dependencias del Departamento. 

 

La sentencia de 14 de diciembre de 2007 de la Sala de lo Social del 

Tribunal Superior de Justicia de Navarra desestimó el recurso de suplicación 

interpuesto frente a la citada sentencia considerando que no puede obviarse que 

por Acuerdo del Gobierno de Navarra se acordó adscribir a Tracasa al 

Departamento de Economía y Hacienda concediéndole la consideración de 

medio instrumental de la Administración de la Comunidad Foral ni que el 

Consejero correspondiente encomendó a Tracasa la realización de los trabajos. 

Dicha sentencia indica que son los actores los que, dada su cualificación 

profesional determinan como deben efectuar las funciones encomendadas en 

cada caso. Tracasa lleva un control del trabajo de los demandantes a través de 

los correspondientes partes de trabajo y coordina su actividad, el tema de 

vacaciones, permisos retribuidos y abono de gastos de desplazamiento. Por 

último, los actores, no fichan en el Departamento y solo puntalmente acuden a 

la sede de Tracasa, por lo que se concluye que Tracasa conserva el poder de 

dirección y gestión de sus trabajadores actuando como un auténtico empresario.  

 

Así, la sentencia concluye que: “Estamos como acertadamente se expone 

en el escrito de impugnación del Gobierno de Navarra ante una actividad propia 

de la Administración que se encarga a una empresa pública Tracasa, en virtud 

de una normativa vigente (Decreto Foral 150/2003, de 23 de junio) y donde 

Tracasa tiene la condición de medio propio instrumental y de servicio técnico de 

la Comunidad Foral. Ni la concurrencia de personal de Tracasa con el propio del 

Departamento, ni la prestación de servicios en los locales de éste último tampoco 

significa nada en orden a una posible cesión ilegal de trabajadores dado que el 

propio objeto del convenio de la encomienda así lo exige para una más eficaz 



prestación del servicio. En definitiva, en atención a lo razonado anteriormente, 

debemos concluir desestimando el recurso y confirmando el pronunciamiento de 

instancia pues, pese a los esforzados argumentos de los recurrentes, en el caso 

enjuiciado no se aprecia la existencia de los elementos precisos para poder 

considerar que se haya producido una cesión ilegal de mano de obra de Tracasa 

al Gobierno de Navarra, presupuesto de la acción sobre reconocimiento de la 

condición de trabajadores indefinidos de esta Comunidad Foral.” 

 

Sobre este asunto se ha pronunciado también la sentencia de 10 de 

noviembre de 2015 de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo, recaída en el 

recurso de casación para la unificación de la doctrina 1735/2014 interpuesto por 

Gestión del Medio Rural de Canarias, S.A.U. contra la sentencia de la Sala de lo 

Social del Tribunal Superior de Justicia de Canarias de 25 de marzo de 2014, 

que desestimó el recurso interpuesto frente a la Sentencia del Juzgado de lo 

Social nº 4 de Santa Cruz de Tenerife sobre cesión ilegal que estimaba en parte 

la demanda de una trabajadora. 

 

Gestión del Medio Rural de Canarias, S.A.U. recurrió en unificación de 

doctrina al Tribunal Supremo aportado la citada sentencia de la Sala de lo Social 

del Tribunal Superior de Justicia de Navarra de 14 de diciembre de 2007 si bien 

la Sala de lo Social del Tribunal Supremo inadmitió el recurso apreciando, entre 

otras circunstancias, que “en la sentencia de contraste los trabajadores lo han 

sido siempre de la empresa Tracasa, empresa de titularidad pública, que 

desarrolla su actividad empresarial en el ámbito de la externalización de servicios  

y que por Acuerdo del Gobierno de Navarra se adscribe al Departamento de 

Economía y Hacienda concediéndole la consideración de medio instrumental y 

servicio técnico de la Comunidad Foral y sus entidades públicas”. 

 

7. La Intervención Delegada concluye en su informe de fiscalización 

formulando reparo suspensivo a la tramitación del expediente ya que se da el 

supuesto contemplado en el artículo 101.2.d) de la Ley Foral 13/2007, de 4 de 

abril, de la Hacienda Pública de Navarra: "Cuando se hayan omitido requisitos o 

trámites que pudieran dar lugar a la nulidad del acto, o cuando la continuación 

de la gestión administrativa pudiera causar quebrantos económicos a la 

Hacienda Pública de Navarra o a un tercero", pero se limita a citar el artículo sin 



 

concretar el supuesto en el que se encuadra de los que se indican en el artículo 

ni exponer los motivos en los que se fundamenta la aplicación del mismo.  

 

Las conclusiones indicadas por el Interventor Delegado son totalmente 

generalistas en tanto que no se indica ni se acredita qué partes del expediente 

supuestamente conllevan la omisión de requisitos o trámites que den lugar a la 

nulidad del acto, o causan quebrantos económicos a la Hacienda Pública de 

Navarra o terceros. 

 

El resultado del encargo es fundamental ya que de él se obtienen los datos 

necesarios para la realización de algunas de las funciones atribuidas a este 

Servicio como: la renovación concesional de los contratos ahora vencidos y cuyo 

déficit de explotación se abona por la doctrina de enriquecimiento injusto; la 

implantación de la concesión NAV-002 Pamplona-Tafalla. Zona Tafalla, 

concesión ya adjudicada y cuya puesta en servicio está prevista para el primer 

trimestre de 2022; o el funcionamiento del Sistema de Modernización que da 

soporte a la gestión de la concesión NAV-001 Pamplona-Soria, renovada en 

2019. Con lo que el reparo suspensivo a su tramitación conllevará quebrantos 

económicos a la Hacienda Foral. 

 

8. Se tiene conocimiento de que otros Departamentos de la Administración 

de la Comunidad Foral están tramitando encargos de características similares al 

que nos ocupa y los informes de fiscalización de dichos expedientes no están 

formulando reparos suspensivos a su tramitación. 

 

De acuerdo a todo lo expresado anteriormente, se concluye que: 

- El cambio de criterio para la formulación del reparo suspensivo se 

justifica sobre la “realización de un análisis profundo y exhaustivo” del encargo, 

que no se aprecia en el informe de fiscalización. 

- La única novedad distinta, respecto a encargos anteriores similares al 

que es objeto de reparo suspensivo, es la existencia de las Pautas de actuación 

coordinada en los encargos a entes instrumentales. 

- El expediente del encargo cumple con las condiciones establecidas por 

dichas Pautas para la evaluación de su legalidad. 




